INICIATIVA QUE EXPIDE LA LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE PARTICULARES

El 7 de octubre del presente año, el Diputado Luis Gustavo Parra Noriega del PAN presentó ante la Cámara de Diputados, una iniciativa por la que se expide la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Particulares.   
La ley propuesta está dividida en siete capítulos que contemplan los siguientes aspectos:

· Capítulo I. “Disposiciones Generales”
Establece que la ley tendrá por objeto, la protección de datos personales contenidos en bases de datos en posesión de particulares, con la finalidad de garantizar el derecho al honor, imagen y vida privada de las personas. 
Se exceptúa del cumplimiento de la Ley,  a las Sociedades de Información Crediticia que hayan sido autorizadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para operar con ese carácter y a las personas que lleven a cabo la recolección y almacenamiento de datos personales, que sea para uso exclusivamente personal y sin fines de divulgación o utilización comercial. 

Se define el concepto de datos personales, entendiéndose como la información concerniente a una persona identificada o identificable. Tal concepto, se divide a su vez, en datos personales sensibles y datos personales de identificación.  
Se considera como dato personal sensible, cualquier información que permita acceder o conocer balances o saldos de cuentas o estados financieros del titular, o en general, datos relativos al conocimiento de claves o números de identificación personal de cuentas o tarjetas bancarias, de inversión, títulos u otros instrumentos de crédito. Asimismo, se considera a la información relacionada con aspectos genéticos, huella digital o medios de reconocimiento biométrico, así como con la condición médica o de salud, de origen racial o étnico, creencias religiosas, filosóficas y morales, afiliación sindical, opiniones políticas o preferencia sexual del titular. 
Dentro del concepto de datos personales de identificación, se incluye a la información relativa al nombre completo, domicilio completo, correo electrónico, número telefónico o facsímil y claves de identificación de documentos oficiales (RFC, cédula profesional, IFE, pasaporte y CURP).
Otros conceptos importantes son los relativos al tratamiento y disociación de los datos personales.
Se entiende como tratamiento, cualquier operación efectuada mediante procedimientos automatizados o físicos, aplicada a datos personales como la obtención, registro, organización, conservación, elaboración, modificación, extracción, consulta, utilización, comunicación por transmisión, difusión o cualquier otra forma, que facilite el acceso a los datos personales, su cotejo o interconexión, así como su cancelación. 

Se entiende por disociación el procedimiento mediante el cual los datos personales no pueden asociarse al titular ni permitir por su estructura, contenido o grado de desagregación, la identificación del mismo. 

No estarán protegidos por la ley, los datos relativos al nombre, puesto, dirección y teléfonos de trabajo de un empleado en una organización o empresa, ni la información obtenida de forma lícita de registros públicos u otras fuentes legítimas.
· Capítulo II.  “De los Principios relativos a la Protección de Datos Personales”

Establece como principios de observancia obligatoria en el tratamiento de datos personales al de licitud, consentimiento, información, calidad, confidencialidad, derecho al olvido y seguridad.  

Se prohíbe la obtención de datos personales por medios ilícitos engañosos o fraudulentos. Será lícito el tratamiento datos personales cuando el titular de los datos haya otorgado su consentimiento y el objeto de la base de datos no sea contrario a la ley.
Ninguna persona estará obligada a proporcionar sus datos personales sensibles, salvo que medie consentimiento expreso, informado y entendible del titular de los mismos.
Los datos personales sensibles, previo proceso de disociación, podrán difundirse para fines estadísticos exclusivamente.  

Todas las bases de datos deberán inscribirse en un Registro que será administrado por la Comisión Nacional de Protección de Datos Personales. 

También se prevé la obligación de los particulares que posean bases de datos personales, de proporcionar un aviso de privacidad, el cual en forma clara y entendible deberá hacer del conocimiento de los titulares de datos personales, sus prácticas y políticas por lo que respecta al tratamiento de dichos datos.
· Capítulo III. “Derechos de los Titulares de Datos Personales” 
Hace referencia a los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición que el titular o su representante pueden ejercer.
Se prevé que todo titular tenga derecho a conocer si sus datos personales se encuentran almacenados en una base de datos y a solicitar su rectificación o cancelación en forma gratuita y en consultas no menores a seis meses. 
En caso de que los datos personales de una base de datos pretendan ser transferidos o cedidos a otra persona u organización nacional o extranjera, se deberá contar con el consentimiento del titular, además de asegurarse de que el receptor de los datos, protegerá la información.

También, se establece el derecho de los titulares para oponerse a proporcionar sus datos personales, salvo que exista obligación por disposición legal, de una relación contractual o por resolución de una autoridad competente.

· Capítulo IV. “ Procedimiento para el ejercicio de los derechos antes el particular”

 Establece el procedimiento mediante el cual el titular podrá solicitar el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación o cancelación de datos personales.
El particular de la base de datos tendrá un plazo máximo de cinco días para determinar sobre la procedencia de la solicitud y, en caso de ser procedente, deberá informarlo al titular en un plazo máximo de 48 horas y permitir el acceso o realizar la rectificación o cancelación de datos personales.  
En caso de que exista una negativa de acceso, rectificación o cancelación de datos personales, o bien inconformidad respecto a la respuesta obtenida, se prevé que el titular solicité a la Comisión, una declaración administrativa de infracción en un plazo máximo de tres meses, a efecto de que aquélla determine la procedencia de su solicitud. 
· Capítulo V. “De la Comisión Nacional de Protección de Datos Personales” 
En él, se establecen todos los aspectos relativos al objeto, domicilio, patrimonio, atribuciones y órganos de gobierno, administración y vigilancia de la Comisión.  

Su naturaleza será ser un organismo descentralizado de la Administración Pública Federal, no sectorizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, con  plena autonomía para dictar sus resoluciones, así como técnica y de gestión.
La administración de la Comisión corresponderá a una Junta de Gobierno y a la Presidencia del mismo.  La Junta de Gobierno estará integrada por cuatro representantes de las Secretarías de: Gobernación, Hacienda y Crédito Público, Economía y Educación Pública y por el Presidente de la Comisión, que será designado por el Presidente de la República. 
Esta Comisión vigilará y verificará el cumplimiento de la Ley y podrá imponer sanciones de naturaleza económica. 

· Capítulo VI. “Del procedimiento de Declaración Administrativa de Infracción”
Regula el procedimiento a través del cual los titulares de datos personales podrán solicitar a la Comisión, la declaración administrativa de infracción. 
Se establece el plazo y la forma en que se sustanciará el procedimiento y se prevé que en contra de las resoluciones que la Comisión emita, procederá el recurso de revisión en los términos previstos en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, siendo la propia Comisión la competente para conocer y resolver el recurso de revisión. 
Sin embargo, se deja a salvo el derecho de cualquiera de las partes involucradas en la controversia para recurrir ante las autoridades jurisdiccionales correspondientes.

· Capítulo VII. “De las Infracciones y Sanciones”

Prevé aquellas conductas que constituyen infracciones a la ley, así como las sanciones a que se harán acreedores aquellas personas que la infrinjan.
Las sanciones van desde la obligación para el particular de dar cumplimiento a los actos solicitados por el titular de los datos hasta multa de 5 mil días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal. 
Cabe resaltar que a la fecha no existe ninguna reforma constitucional que prevea la facultad del Congreso para legislar en materia de protección de datos personales.  

En este sentido, el legislador Parra también presentó una iniciativa que adiciona el artículo 73 constitucional, a efecto de dotar de facultades al Congreso de la Unión en esta materia. Tal iniciativa fue aprobada por la Cámara de Diputados el 20 de septiembre de 2007 y turnada a la Cámara de Senadores, sin que a la fecha se haya dictaminado. 
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